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NOTA SOBRE LA LEY 14/2013, DE 27 DE SEPTIEMBRE, DE APOYO A LOS EMPRENDEDORES Y SU INTERNALIZACIÓN. Francisco Sánchez Moretón, Secretario-Interventor del Servicio Jurídico de Asistencia a Municipios de la Diputación Provincial de Salamanca. 

En el Boletín Oficial del Estado (BOE) de fecha 28/09/13 número 233, ha sido publicada la Ley 14/2013, de 27 de septiembre, de Apoyo a los Emprendedores y su Internacionalización (LAE).

1) Introducción.

En esta Nota trataremos brevemente y de manera resumida sobre las  modificaciones que en relación con las materias de: a) contratación del Sector Público; b) liberalización del comercio (minorista) y determinados servicios; y c)  Impuesto sobre el Valor añadido (IVA) ha introducido la LAE, y afectan a los pequeños municipios, como siempre nuestros principales destinatarios. Con ello simplemente se pretende ponerlas de manifiesto a fin de que, tomadas debidamente en cuenta, pueda posteriormente profundizarse en su análisis y estudio en la medida en que se estime necesario.

2)  Entrada en vigor: Se ha producido, con las salvedades establecidas en su Disposición final decimotercera, al día siguiente de su publicación en el Boletín Oficial del Estado -BOE-, si ésta tuvo lugar el 28/09/13, será el domingo 29/09/13. En materia de contratación, no obstante, se producirá un régimen transitorio de efectos de esta disposición legal que abordaremos en el siguiente epígrafe.  
3) Modificaciones del Real Decreto Legislativo 3/2011, de 14 de noviembre, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de Contratos del Sector Público (TRLCSP).


La LCM introduce cambios importantes en el régimen de los contratos administrativos, que afectan tanto a su preparación como a sus efectos y extinción.

Empezamos con la siguiente modificación, al entenderla posiblemente la de mayor trascendencia de entre las producidas; en cuanto al resto, seguiremos el orden numérico de los artículos del TRLCP que varían.

3.1) Aportación inicial de documentación sustituible por una declaración responsable (artículo 146 del TRLCSP, al que se le introducen los apartados 4 y 5).

► Según la nueva regulación del apartado 4 del artículo 146, en los casos contemplados en el mismo a los licitadores no les resultará preciso aportar inicialmente la documentación administrativa acreditativa del cumplimiento de los requisitos previos para contratar prevista en el apartado 1 de este mismo precepto, que hasta ahora se les exigía. La presentación de esta documentación se sustituye en este momento por la de una declaración responsable del licitador
. 
Los supuestos en que es posible esta sustitución son: 

· Cuando el órgano de contratación así lo estime conveniente, mediante su establecimiento en el pliego de cláusulas administrativas particulares.

· En los contratos de obras con valor estimado
 inferior a 1.000.000 euros y de suministros y servicios con valor estimado inferior a 90.000 euros.
Esta medida de simplificación sin duda facilitará enormemente la presentación de proposiciones a los licitadores así como habrá de aligerar el trabajo de las Mesas de contratación, obviando numerosas subsanaciones documentales que se hacían necesarias. 

La obligación de acreditar la posesión y validez de los documentos legalmente exigidos
 ante el órgano de contratación se traslada ahora al licitador a cuyo favor recaiga la propuesta de resolución
; y el momento de hacerlo, una vez sea requerido por este órgano, de forma previa a la adjudicación del contrato
. 
No obstante, buscando garantizar el buen fin del procedimiento (y de manera justificada, por ello) el órgano de contratación podrá en cualquier momento anterior a la propuesta de adjudicación recabar que los licitadores aporten documentación
 acreditativa del cumplimiento de las condiciones establecidas para ser adjudicatario del contrato.    

En caso de que finalmente el adjudicatario propuesto no llegara a presentar la documentación habrá de solicitarse ésta del licitador siguiente por el orden en que hayan quedado clasificadas las ofertas (artículo 151.2 del TRLCSP).

► Por último, decir que la no necesidad de presentación de la documentación en una fase inicial no varía el momento temporal en que deben cumplirse los requisitos para ser licitador. Así, el apartado 5 del artículo 146 del TRLCSP, que se introduce, regula que el momento decisivo para apreciar la concurrencia de de los requisitos de capacidad y solvencia exigidos para contratar con la Administración será el de finalización del plazo de presentación de proposiciones. 

3.2) Nulidad de las ventajas a empresas que hayan contratado previamente con cualquier Administración (artículo 32 del TRLCSP, al que se añade una nueva letra d)).

► Se introduce una nueva causa de nulidad de pleno derecho a las ya  contempladas en el artículo 32 del TRLCSP, disponiendo que serán nulas todas aquellas disposiciones, actos o resoluciones emanadas de cualquier órgano de las Administraciones Públicas que otorguen, de forma directa o indirecta, ventajas a las empresas que hayan contratado previamente con cualquier Administración.

Con esta importante previsión
 se recoge legalmente, la prohibición de la utilización de la experiencia como criterio de selección o adjudicación de contratos, según había señalado repetidamente la Junta Consultiva de Contratación Administrativa. No creemos que este motivo de nulidad sea posible extenderlo a la experiencia como criterio de selección, pues el mismo TRLCSP en su artículo 76 a) admite la redacción de trabajos similares realizados previamente como medio de acreditación de la solvencia técnica o profesional en los contratos. Lo que parece claro debe interpretarse de la redacción de esta causa de nulidad es que, al vedar cualquier tipo de ventaja directa o indirecta, no permite la utilización como criterio de solvencia la experiencia por la ejecución de contratos celebrados con Administraciones exclusivamente. Ahora deberán valorarse los trabajos similares ejecutados, lo hayan sido para una Administración pública o para el sector privado.

► Por otra parte, se refuerza esta causa de nulidad (y hace extensiva a la totalidad del sector público) con la prohibición de discriminación a favor de contratistas que se incluye en el artículo 45 de la LAE; precepto, que sin embargo, no se incorpora al TRLCSP.  

Dice el mismo:
 
“Prohibición de discriminación a favor de contratistas previos en los procedimientos de contratación pública

1. En sus procedimientos de contratación, los entes, organismos y entidades integrantes del sector público no podrán otorgar ninguna ventaja directa o indirecta a las empresas que hayan contratado previamente con cualquier Administración.

2. Serán nulas de pleno derecho todas aquellas disposiciones contenidas en disposiciones normativas con o sin fuerza de Ley así como en actos o resoluciones emanadas de cualquier órgano del sector público que otorguen, de forma directa o indirecta, ventajas a las empresas que hayan contratado previamente con cualquier Administración.”

3.3) Uniones de empresarios (artículo 59.1TRLCSP, que se modifica).

► Se modifica el párrafo 1 del anterior precepto referente a las  uniones de empresarios, que ahora dispone que los empresarios que estén interesados en formar Uniones Temporales de Empresas (UTES) podrán darse de alta en el Registro Oficial de Licitadores y Empresas Clasificadas del Estado, que especificará esta circunstancia.

3.4) Elevación de los importes para la exigencia de clasificación (artículo 65.1 y 2 del TRLCSP y Disposición Transitoria cuarta del TRLCSP, que se modifican).

► Buscando facilitar el acceso a los contratos públicos de pequeñas y medianas empresas, se modifica el apartado 1 del anterior precepto y la Disposición Transitoria cuarta del TRLCSP, elevándose los importes en que no resulta exigible la clasificación de los contratos, que ahora quedan de la siguiente manera:

Contratos de obras de valor estimado inferior a 500.000 euros (antes, 350.000 euros).

Contratos de servicios de valor estimado inferior a 200.000 euros (antes, 120.202,42 euros)
.  
- La nueva redacción de este apartado, además, rebaja de grupo a subgrupo la clasificación exigida a empresas especializadas que tengan que realizar una parte de la prestación objeto del contrato.  

► Y, de acuerdo a lo dispuesto en el apartado 5 de este artículo, para el resto de entidades del sector público que no tengan el carácter de administración pública también se podrá exigir una determinada clasificación en los supuestos (respetando éstos) señalados en el apartado 1 del artículo 65 TRLCSP, citado. 

3.5) Garantías para la contratación pública (artículos 96.2, 96.3 y 102.5 del TRLCSP, que se modifican).

► Se modifica el régimen de prestación de las garantías recogido en los apartados 2 y 3 del artículo 96 del TRLCSP, al permitirse: 
· En relación con la garantía admitida mediante retención en el precio, que se extienda ahora a los contratos de obras, suministros y servicios, así con a los de gestión de servicios públicos cuando las tarifas las abone la Administración contratante
. Deberá, no obstante, preverse esta modalidad de prestación de la garantía en el pliego las condiciones del contrato que fijará la forma y condiciones de la retención (art. 96.2).

· La acreditación de la constitución de la garantía mediante medios electrónicos, salvo que el pliego establezca lo contrario (art. 96.3)
. 
► Los cambios en el régimen jurídico de las garantías se completan con la modificación del artículo 102.5 que reduce de un año a seis meses el plazo para devolverlas, una vez terminado el contrato, en aquellos casos en los que no haya habido recepción formal y liquidación por causas no imputables al contratista. Tendrá lugar esta reducción en los siguientes supuestos:

· Contratos de importe inferior a 1.000.000 de euros en caso de obras o 100.000 euros en el resto de los contratos (este supuesto ya se preveía antes de la modificación).

· Cuando la empresa contratista reúna los requisitos de pequeña o mediana empresa según el Reglamento (CE) 800/2008, y siempre que estas empresas no estén controladas directa o indirectamente por otra empresa que no sea PYME.

En relación con los contratos en los que haya habido acta de recepción no se modifica el plazo de devolución
 debiendo estarse al plazo de garantía y devolución señalado en el pliego de cláusulas, que en el caso de los contratos de obras, de acuerdo en lo dispuesto en el artículo 235.3 no podrá ser inferior a un año, salvo casos especiales.
3.6) Reducción del plazo de demora en el pago como causa de resolución contractual (artículo 216.6 y 8 del TRLCSP, que se modifica).

► Se modifica el apartado 6 del anterior precepto, estableciendo su nueva redacción la posibilidad del contratista de instar la resolución del contrato en caso de que la demora en el pago sea superior a 6 meses. Con ello se reduce el término previsto anteriormente a este efecto que era de 8 meses. 
► Este plazo podrá verse reducido por las Comunidades Autónomas, de acuerdo a lo dispuesto el apartado 8 de este mismo artículo.

3.7) Comprobación de pagos a los subcontratistas o suministradores (artículo 228 bis del TRLCSP, que se introduce).

► Habilita este precepto a las Administraciones Públicas y demás entes públicos contratantes comprobar el estricto cumplimiento de los pagos que deben hacerse por los contratistas-adjudicatarios a los subcontratistas o suministradores. 
En tal caso, a su solicitud, deberán remitir los contratistas-adjudicatarios relación detallada de subcontratistas o suministradores del contrato que hayan perfeccionado su participación, así como las condiciones de subcontratación o suministro que guarden relación directa con el plazo de pago. Incluso, si así se les requiere, deberán aportar justificante del cumplimiento de los pagos a los subcontratistas o suministradores en los plazos fijados legalmente.

A tal efecto, este artículo establece una obligación formal de prever estas posibilidades de actuación administrativa (que, como hemos visto no se configuran como de ejercicio obligatorio en todo caso) en los anuncios de licitación y en los pliegos; y las considera condiciones esenciales de ejecución, cuyo incumplimiento, además de las consecuencias previstas por el ordenamiento jurídico, permitirá la imposición de las penalidades que a tal efecto se contengan en los pliegos.

Aunque en el artículo no viene citado expresamente el incumplimiento de este pago a terceros como causa de resolución hay que tomar en cuenta esta posibilidad por ser una consecuencia prevista en el ordenamiento jurídico.
3.8) Régimen transitorio de efectos de la entrada en vigor de la LAE en relación con lo expedientes de contratación iniciados previamente a ésta o que se inicien con posterioridad.
► Nos remitimos en este aspecto a la Circular de 2/2013 de la Abogacía General del Estado que, buscando aclarar las dudas suscitadas ante la falta de inclusión en la LAE de disposiciones que aclaren el régimen de derecho transitorio aplicable en los aspectos de la contratación administrativa introducidos o modificados por esta Ley, textualmente dice:

“Ante el silencio de la Ley 14/2013 en este punto, este Centro Directivo considera aplicable la regla general establecida en la disposición transitoria primera del propio TRLCAP, por ser ésta la norma objeto de modificación.

En consecuencia, los expedientes de contratación iniciados antes de la entrada en vigor de la Ley 14/2013… se regirán por la normativa anterior, debiendo entenderse que los expedientes de contratación han sido iniciados si se hubiera publicado la correspondiente convocatoria del procedimiento de adjudicación del contrato o, en el caso de los procedimientos negociados, si hubieran sido aprobados los pliegos”.
A sensu contrario, las modificaciones introducidas en el TRLCSP por la Ley 14/2013 serán aplicables a los procedimientos de contratación que se inicien  (con la publicación de la correspondiente convocatoria o, en el caso de procedimientos negociados con la aprobación de sus pliegos) con posterioridad a la entrada en vigor de la Ley 14/2013”. 

4) Modificaciones de la Ley 12/2012, de 26 de diciembre, de medidas urgentes de liberalización del comercio y de determinados servicios (LCM).

4.1) Artículo 2.1 de la LCM, que se modifica.

Cambia el anterior precepto, de manera que ahora las disposiciones contenidas en esta Ley, y en concreto el régimen de declaración responsable o comunicación previa previsto en la misma, se aplicarán a las actividades comerciales minoristas y a la prestación de determinados servicios previstas en el Anexo de la propia LCM, realizados a través de de establecimientos permanentes, situados en cualquier parte del territorio nacional, y cuya superficie útil de exposición y venta al público no sea superior a los 500 metros cuadrados (300 metros cuadrados, anteriormente).
Así pues, por debajo de la superficie de 500 metros cuadrados, las actividades incluidas en el anexo de la ley no requerirían ningún tipo de previa licencia municipal, a excepción de las obras que requirieran proyecto de construcción.

4.2) Anexo de la LCM, que se modifica.
De igual modo, la LAE modifica la relación de actividades del Anexo de la LCM, en concreto en relación con la industria textil, del cuero, artes gráficas, industrias manufactureras, comercio al por mayor, galerías de arte, comercio al por menor de artículos de tabaco, comercio al por menor de productos alimenticios y bebidas en general, servicios prestados a empresas jurídicos o técnicos, actividades de enseñanza, etc.

5) Modificación en el régimen de lVA.

5.1) Se introduce el régimen especial del criterio de caja, (artículos 120. Uno, y nuevo Capítulo X del Título IX de la Ley 37/1992, de 28 de diciembre, del Impuesto sobre el Valor Añadido -LIVA-)

Podrán acogerse al mismo los sujetos pasivos cuyo volumen de operaciones en el año natural anterior no superen los 2.000.000 de euros.

En las operaciones a las que sea de aplicación este régimen, el impuesto se devengará (su repercusión habrá de haberse hecho cuando se expida la factura pero se entenderá producida en el momento del devengo) en el momento del cobro del precio total o parcial del precio por los importes satisfechos o, si el pago no llega a producirse, el devengo será el 31 de diciembre del año inmediato posterior en que se llevó a cabo la operación sujeta a IVA. Las deducciones que los sujetos pasivos a los que sea de aplicación este régimen especial pueden practicar, deberán hacerse teniendo en cuenta las particularidades fijadas para este régimen en el artículo 163 terdecies Tres, a las que nos remitimos. 
La aplicación de este nuevo régimen especial se establece a partir del 1 de enero de 2014.
En Salamanca a 4 de noviembre de 2013

El Secretario-Interventor del Servicio

de Asistencia a Municipios

Fdo. Francisco Sánchez Moretón.
� Documento regulado en el artículo 71 bis de la Ley 30/1992 de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común (LRJAPyPAC), en los términos siguientes:


“1. A los efectos de esta Ley, se entenderá por declaración responsable el documento suscrito por un interesado en el que manifiesta, bajo su responsabilidad, que cumple con los requisitos establecidos en la normativa vigente para acceder al reconocimiento de un derecho o facultad o para su ejercicio, que dispone de la documentación que así lo acredita y que se compromete a mantener su cumplimiento durante el periodo de tiempo inherente a dicho reconocimiento o ejercicio.


Los requisitos a los que se refiere el párrafo anterior deberán estar recogidos de manera expresa, clara y precisa en la correspondiente declaración responsable. 


2. (Dedicado a las comunicaciones previas)


3. Las declaraciones responsables y las comunicaciones previas producirán los efectos que se determinen en cada caso por la legislación correspondiente y permitirán, con carácter general, el reconocimiento o ejercicio de un derecho o bien el inicio de una actividad, desde el día de su presentación, sin perjuicio de las facultades de comprobación, control e inspección que tengan atribuidas las Administraciones Públicas.


No obstante lo dispuesto en el párrafo anterior, la comunicación podrá presentarse dentro de un plazo posterior al inicio de la actividad cuando la legislación correspondiente lo prevea expresamente. 


4. La inexactitud, falsedad u omisión, de carácter esencial, en cualquier dato, manifestación o documento que se acompañe o incorpore a una declaración responsable o a una comunicación previa, o la no presentación ante la Administración competente de la declaración responsable o comunicación previa, determinará la imposibilidad de continuar con el ejercicio del derecho o actividad afectada desde el momento en que se tenga constancia de tales hechos, sin perjuicio de las responsabilidades penales, civiles o administrativas a que hubiera lugar. 


Asimismo, la resolución de la Administración Pública que declare tales circunstancias podrá determinar la obligación del interesado de restituir la situación jurídica al momento previo al reconocimiento o al ejercicio del derecho o al inicio de la actividad correspondiente, así como la imposibilidad de instar un nuevo procedimiento con el mismo objeto durante un periodo de tiempo determinado, todo ello conforme a los términos establecidos en las normas sectoriales de aplicación. 


5. Las Administraciones Públicas tendrán permanentemente publicados y actualizados modelos de declaración responsable y de comunicación previa, los cuales se facilitarán de forma clara e inequívoca y que, en todo caso, se podrán presentar a distancia y por vía electrónica”. 


� Calculado de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 88 del TRLCSP, en principio importe total, sin incluir el IVA, pagadero según estimaciones del órgano de contratación. 


� Que serán:


Los que acrediten la personalidad jurídica del empresario y, en su caso, la representación; la clasificación de la empresa, en su caso, o justifiquen los requisitos de solvencia económica, financiera o técnica y profesional (artículo 146.1 del TRLCAP).


La documentación acreditativa de hallarse al corriente en el cumplimiento de sus obligaciones tributarias y con la Seguridad Social (artículo 151.2 del RUCyL).   


� En la forma y manera que la asuma el órgano de contratación antes de requerir al licitador la presentación de la documentación (artículo 151.1 del TRLCSP). Será esta documentación ahora la expuesta en la anterior Nota 3. 


� Concediéndole un plazo de diez días para llevarlo a cabo (artículo 151.2 del TRLCSP).


� Toda o parte de la misma, en nuestra opinión.


� Que mejorará la redacción de los pliegos impidiendo discriminaciones a favor de licitadores que hayan suscrito contratos previos con las Administraciones.


� Importe fijado por el artículo  25 del Real Decreto Legislativo 2/2000, de 16 de junio, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de Contratos de las Administraciones Públicas -TRLCAP-).





� Anteriormente la retención como garantía no se permitía en los contratos de obra y concesión de obra pública.


� La acreditación electrónica, previamente, sólo era posible si el pliego lo preveía.


� Artículo 102.1 (TRLCSP).


� Debe tenerse en cuenta que muchos de los aspectos de este régimen creado requieren desarrollo reglamentario.





